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BOLETIN Nº 1168-10.

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARI0S E INTBGRACION LATINOAMERICANA ACERCA DEL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DE LA "CONVENCION SOBRE LA ESCLAVITUD", DE 1926; DE SU PROTOCOLO, DE 1952, Y DE LA "CONVENCION SUPLEMENTARIA SOBRE LA ABOLICION DE LA ESCLAVITUD, LA TRATA DE ESCLAVOS Y LAS PRACTICAS ANÁLOGAS A LA ESCLAVITUD, DE 1956".

HONORABLE CÁMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio de los tratados multilaterales indicados en el título, sometidos a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional.

E1 objeto fundamental de estos instrumentos es abolir la esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud, y establecer mecanismos para la solución de las controversias que se susciten entre los Estados durante la aplicación de sus normas.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1. Estos tratados son de larga data y tienen vigencia internacional cercana a los 70 ó 40 años, según el caso. Por tal motivo, a vuestra Comisión le llamó la atención que nuestro país, que fue la primera nación de todo el Continente Americano y la segunda del Orbe, después de Dinamarca, en abolir la esclavitud, tome ahora la decisión de hacerse parte de ellos.

Por oficio Nº 11.964, del 14 de julio de 1991, el Ministerio de Relaciones Exteriores, al responder a estas inquietudes, señaló que del análisis de sus memorias se desprende que nuestro país no suscribió la Convención sobre la Esclavitud, de 1926, por no haber participado en los trabajos preparatorios que se llevaron a cabo en la Sociedad de las Naciones y por entender el Gobierno de la época que este problema no comprometía internacionalmente al país, ya que Chile había abolido la esclavitud hacía más de cien años.

Por su parte, la Convención Suplementaria, de 1956, tampoco fue suscrita por Chile, por cuanto se pensó en esa época que este tratado era sólo la materialización de otros anteriores enmarcados dentro del Continente Africano y, por tanto, no guardaba relación con nuestros intereses.

La pasada Administración tuvo una visión diferente, según lo señala la Cancillería, por cuanto, sobre la base de los principios que inspiraron su política exterior, estimó del caso que nuestro país asumiera una obligación internacional en la materia, de suerte que su regulación no quedare circunscrita solamente al orden jurídico nacional.

A este respecto, cabe precisar que, en el orden normativo interno, se encuentran vigentes diversos instrumentos internacionales en los cuales es posible encontrar disposiciones relativas a la supresión o a la represión de la esclavitud. Así ocurre con el Código de Bustamante, que asimila el tráfico de esclavos a un delito internacional; el Convenio Nº 29, de la Organización Internacional del Trabajo, que prohíbe el trabajo forzoso u obligatorio; la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, que disponen que nadie puede ser sometido a esclavitud ni servidumbre.

Una visión amplia de las Convenciones en trámite permite señalar que ellas regulan en forma integral y sistemática la abolición de la esclavitud y de las instituciones análogas a ella, de modo que su incorporación en el orden interno, después de ser aprobadas por el Congreso Nacional, vendría a complementar la normativa internacional ya vigente en el país.

Por otra parte, la formulación de normas internacionales represivas de la esclavitud es una tarea de dos siglos, que la sociedad internacional parece no haber concluido, ya que, por ejemplo, en la Convención sobre el Derecho del Mar, se contienen normas que prohíben el transporte marítimo de esclavos y que reconocen al buque de guerra el derecho de visita al buque extranjero sospechoso de dedicarse a la trata de esclavos.

Por todo lo señalado, la decisión de Chile de incorporarse a estas Convenciones sería tardía, pero no extemporánea.

2. La participación internacional registrada en estos tratados es la siguiente:

a) De la Convención sobre la Esclavitud, firmada en Ginebra el 25 de septiembre  de 1926, y modificada por el Protocolo aprobado por  la Asamblea General de las  Naciones Unidas el 7 de diciembre de 1953, se han hecho Parte ochenta y cinco Estados, y  b) De la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud, adoptada en Ginebra 7 de septiembre de 1956,se han hecho Parte ciento trece Estados.

II. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LAS CONVENCIONES EN TRAMITACION.

E1 texto de estos instrumentos se acompaña al final de este informe. En lo sustancial, el contenido de su articulado es el siguiente:

A) La Convención sobre la Esclavitud", de 1926, modificada por el Protocolo de 1953, define la esclavitud como el estado o condición de un individuo sobre el cual se ejercen los atributos del derecho de propiedad o alguno de ellos; y señala que la rata de esclavos comprende  todo acto de captura, adquisición o cesión de un individuo para venderlo o cambiarlo; todo acto de cesión por venta o cambio de un esclavo, adquirido para venderlo o cambiarlo y, en general, todo acto de comercio o de transporte de esclavos (artículo 1).

Con miras a suprimir "esta miserable propiedad", como se calificó la esclavitud en nuestro país por la Junta de Gobierno, en 1811,los Estados Parte se comprometen:

1) A prevenir y reprimir la trata de esclavos, y a procurar, de manera progresiva, la supresión completa de la esclavitud en todas sus formas (artículo 2);

2) A prevenir y reprimir el embarque, desembarco y transporte de esclavos en sus aguas territoriales y en los barcos que enarbolen su pabellón (artículo 3);

4) A evitar en su territorio el trabajo forzoso u obligatorio, a menos que sea por razones de pública utilidad. En este caso, deberá ser excepcional, remunerado adecuadamente y sin importar cambio del lugar habitual de residencia (artículo 5):

5) A castigar con penas severas las infracciones de las leyes y reglamentos que dicten con objeto de hacer efectivos los propósitos de la Convención (artículo 6), y

6) A someter las controversias que surjan con motivo de la interpretación y aplicación de la Convención a la Corte Internacional de Justicia cuando no pudieren resolverlas por negociaciones directas (artículo 8).

B) La "Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud", de 1956, amplía el alcance de la Convención de 1926, con el propósito de intensificar los esfuerzos nacionales e internacionales encaminados a abolir estas instituciones, aún no suprimidas en todas las partes del mundo, como lo señala en su preámbulo.

Para lograr este propósito, la Convención compromete a sus Estados Parte a legislar o a adoptar las medidas que sean necesarias para lograr la abolición o el abandono de las siguientes instituciones y prácticas que se consideran análogas a la esclavitud, dondequiera que subsistan:

1) La servidumbre por deudas, o sea, el estado o la condición que resulta del hecho de que un deudor se haya comprometido a prestar sus servicios personales o los de alguien sobre quien ejerce autoridad, como garantía de una deuda, si los servicios prestados, equitativamente valorados, no se aplican al pago de la deuda, o si no se limita su duración ni se define la naturaleza de dichos servicios (letra a) del artículo 1).

2) La servidumbre de la gleba, o sea, la condición de la persona que está obligada por la ley, por la costumbre o por un acuerdo a vivir y a trabajar sobre una tierra que pertenece a otra persona y a prestar a ésta, mediante remuneración o gratuitamente, determinados servicios, sin libertad para cambiar su condición (letra b) del artículo 1), y

3) Toda institución en virtud de la cual:

‑ Una mujer, sin que le asista el derecho a oponerse, sea prometida o dada en matrimonio a cambio de dinero o de especies entregadas a sus padres, tutores, familia o a cualquier persona o grupo de personas;

‑ E1 marido de una mujer, la familia o el clan del marido pueda cederla a un tercero, a título oneroso o de otra manera;

7.

‑ Una mujer, a la muerte de su marido, pueda ser transmitida por herencia a otra persona,

‑ Un niño o un joven menor de dieciocho años sea entregado por sus padres o sus tutores a otra persona, mediante remuneración o sin ella, con el propósito de que sea explotado el trabajo del niño o del joven (letra c) del artículo 1).

Además, impone a sus Estados Parte los compromisos adicionales siguientes:

‑ E1 de establecer edades mínimas apropiadas para el matrimonio: el de adoptar procedimientos que permitan expresar libremente el consentimiento al matrimonio, y el de fomentar la inscripción de los matrimonios en un registro (artículo 2), y

‑ E1 de castigar con penas muy severas a quienes transporten o intenten transportar esclavos de un país a otro, por cualquier medio de transporte (artículo 3).

La Convención declara libre a todo esclavo que se refugie a bordo de cualquier buque de un Estado Parte (artículo 4) y contempla diversas disposiciones, comunes a la esclavitud y a las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud, que tienen por objeto impedir la mutilación o la marcación a fuego de un esclavo y los hechos de reducir o de inducir a una persona a la esclavitud o a un estado servil (artículos 5 y 6).

Entre las cláusulas finales, cabe destacar la norma que no admite reservas a la Convención (artículo 9).

Todas estas normas son concordantes y complementarias de diversos tratados vigentes en el país, como ya se os lo ha hecho notar, así como son armónicas con las leyes chilenas de 1811 y 1823, que abolieron la esclavitud en el territorio nacional, y, principalmente, con el artículo 1° de la Constitución Política, que declara que los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y con la Ley de Matrimonio Civil.

III. DECISIONES DE LA COMISION.

A) Aprobación de las Convenciones.

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, al concluir su estudio, decidió, por unanimidad, aprobar estas Convenciones y acordó proponer a la H. Cámara que refunda en un artículo único los dos artículos del proyecto de acuerdo, con el fin de permitir que su decisión sobre estos instrumentos sea objeto de una sola votación.

B) Texto del proyecto de acuerdo propuesto por la Comisión.

E1 texto del artículo único que os propone vuestra Comisión es el siguiente:

"Artículo único.‑ Apruébanse la "Convención sobre la Esclavitud", firmada en Ginebra, el 25 de septiembre de 1926; su Protocolo modificatorio, adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas, en su resolución 704 (VIII), de 23 de octubre de 1953, y la "Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud", adoptada en Ginebra, el 7 de septiembre de 1956."

C) Designación de Diputado Infor​mante.

Vuestra Comisión designó, por unanimidad, al H. Diputado don EUGENIO MUNIZAGA RODRIGUEZ.

D) Constancias reglamentarias.

Estas Convenciones no contienen normas que incidan en las materias previstas en los N°s. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación.

Acordado en sesiones de los días 22 de marzo, 17 de mayo, 12 de julio y 13 de septiembre de 1994, con la asistencia de los señores Diputados Pizarro Soto, don Jorge (Presidente de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Coloma Correa, don Juan Antonio; Dupré Silva, don Carlos; Fuentealba Vildósola, don Renán; Jocelyn‑Holt Letelier, don Tomás; Letelier Morel, don Juan Pablo; Longton Guerrero, don Arturo; Matthei Fornet, doña Evelyn; Munizaga Rodríguez, don Eugenio; Soria Macchiavello, don Jorge; Sota Barros, don Vicente; Valcarce Medina, don Carlos, y Walker Prieto, don Ignacio.

SALA DE LA COMISION, a 13 de septiembre de 1994.

Federico vallejos de la barra

Secretario de la Comisión

